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del Impuesto sobre el Valor Añadido: base imponible uniforme, al percibir el Impuesto so-
bre el Valor Añadido sobre las cantidades fijas cobradas por la transmisión de muestras pa-
ra efectuar análisis médicos. 

2) Condenar en costas a la República Francesa." 

5. El Abogado General presentó sus conclusiones en audiencia pública de la Sala 
Sexta el 25 de mayo de 2000 

Proponía al Tribunal de Justicia: 

"1) Declarar que la República Francesa ha incumplido las obligaciones que le incum-
ben en virtud del artículo 13, parte A, apartado 1, letra b), de la Directiva 77/388/CEE del 
Consejo, de 17 de mayo de 1977, en materia de armonización de las legislaciones de los Es-
tados miembros relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios — Sistema común del 
Impuesto sobre el Valor Añadido: base imponible uniforme, al percibir el IVA sobre las can-
tidades fijas cobradas por tomar muestras para efectuar análisis médicos. 

2) Condenar en constas a la República Francesa." 

SENTENCIA 18 ENERO DE 2001 
Asunto C-113/99 
Herta Schmid / Finanzlandesdirektion für Wien, Niederüsterreich und Burgen-

land 
Fiscalidad 
Prejudicial 
SINTESIS: "Directiva 69/335/CEE — Impuestos indirectos que gravan la concen-

tración de capitales - Cuota tributaria mínima sobre las sociedades de capital" 
(Sala Segunda) 

1. COMENTARIO. Legislación española 

En este asunto se planteó la cuestión de si la exigencia de una cuota mínima a Socieda-
des que sean sujetos pasivos por este impuesto por obligación personal era o no compatible 
con el art. 10 de la letra a) y b) la Directiva 69/335/CEE de 17 de julio de 1969, en su versión 
modificada por la Directiva 85/303/CEE de 10 de junio de 1985, que prohibe la percepción de 
ningún impuesto que implique la cesión de capitales o de bienes a una Sociedad de capital en 
el Estado miembro de tributación, o bien se traducen en un aumento efectivo de capital o del 
patrimonio de sociedades, considerando el Tribunal que aquella exigencia de cuota mínima no 
implica ni la cesión, ni el aumento de capital prohibido por el artículo 10 citado. 

Por otra parte, también el Tribunal declara que la cuota mínima exigida por el Im-
puesto de Sociedades no puede equipararse a un impuesto indirecto, como sostenía el ór-
gano jurisdiccional remitente, puesto que dicha exigencia no puede considerarse como un 
hecho imponible distinto de los rendimientos por obligación personal que grava el Impues-
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to de Sociedades y en consecuencia no se puede considerar como un impuesto indirecto, 
como el que grava la concentración de capitales. 

Legislación española 

En la legislación española no existe cuota mínima. 

2. ANTECEDENTES DE HECHO 

Mediante resolución de 17 de mayo de 1999, el Verwaltungsgerichtshof planteó una 
cuestión prejudicial sobre la interpretación del artículo 10 de la Directiva 69/335/CEE del 
Consejo, de 17 de julio de 1969. 

Dicha cuestión se suscitó en el marco de un litigio entre la Sra. Schmid, en su condi-
ción de síndico de la quiebra de P.P. Handels GmbH, y la Finanzlandesdirektion für Wien, 
Niederósterreich und Burgenland (administración tributaria) en relación con el pago de la 
cuota mínima del impuesto sobre sociedades. 

El litigio principal y la cuestión prejudicial 

De la resolución de remisión se desprende que la Finanzlandesdirektion giró una li-
quidación a la Handelsgesellschaft reclamándole el pago de la cantidad de 15.000 ATS en 
concepto de cuota mínima del impuesto sobre sociedades de capital correspondiente al año 
1996, a pesar de que dicha sociedad no había obtenido renta alguna durante dicho ejercicio. 

La demandante del procedimiento principal, nombrada síndico de la quiebra de la 
Handelsgesellschaft mediante resolución de 19 de marzo de 1996, presentó una reclama-
ción contra dicha liquidación ante la Finanzlandesdirektion. Desestimada su reclamación, 
interpuso un recurso ante el Verfassungsgerichtshof, el cual se inhibió y remitió los autos al 
Verwaltungsgerichtshof. Ante dicho órgano jurisdiccional la demandante del procedimiento 
principal alegó, en particular, que la obligación de pagar la cuota mínima del impuesto so-
bre sociedades de capital era incompatible con el artículo 10 de la Directiva 69/335. 

Al plantearse la cuestión de la conformidad de la cuota mínima del impuesto sobre so-
ciedades de capital con dicha Directiva, el Verwaltungsgerichtshof decidió suspender el pro-
cedimiento y plantear al Tribunal de Justicia una cuestión prejudicial. 

3. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Sobre la cuestión prejudicial 

Mediante esta cuestión, el órgano jurisdiccional remitente pide, esencialmente, que se 
dilucide si el artículo 10 de la Directiva 69/335 debe interpretarse en el sentido de que se 
opone a la percepción, a cargo de las sociedades de capital que, encontrándose en quiebra 
o en liquidación, no obtienen ninguna renta u obtienen una renta anual que no sobrepasa 
una determinada cantidad, de una cuota tributaria mínima, como la controvertida en el asun-
to principal, devengada por cada trimestre en que dichas sociedades hayan sido sujetos pa-
sivos por obligación personal del impuesto sobre sociedades. 

210 n.° 56 RTT 













  







    













     





































U N I O N  E U R O P E A

n. 56210 T



Selección de Jurisprudencia del TJCE 

A este respecto, procede señalar, en primer lugar, que las operaciones a que se refiere 
el artículo 4 de la Directiva 69/335, al que se remite su artículo 10, letras a) y b), se carac-
terizan por la cesión de capitales o de bienes a una sociedad de capital en el Estado miem-
bro de tributación, o bien se traducen en un aumento efectivo del capital o del patrimonio 
de las sociedades. 

Pues bien, una cuota tributaria mínima sobre las sociedades, como la controvertida en 
el asunto principal, se percibe por cada trimestre en que la sociedad de capital haya sido su-
jeto pasivo del impuesto sobre sociedades por obligación personal. No presupone operación 
alguna que implique movimientos de capitales o de bienes —ni en forma de cesión ni en for-
ma de aumento- y, por lo tanto, no corresponde a ninguna de las operaciones gravadas que 
enumera el artículo 4 de la Directiva 69/335. 

Dado que el órgano jurisdiccional remitente estima que, en ciertos casos, puede con-
siderarse un impuesto indirecto la cuota mínima del impuesto sobre sociedades de que se 
trata en el asunto de que conoce, debe señalarse que, según la jurisprudencia del Tribunal 
de Justicia, la calificación a la luz del Derecho comunitario de un impuesto, tasa, derecho o 
exacción corresponde efectuarla al Tribunal de Justicia en función de las características ob-
jetivas del tributo, con independencia de la calificación que le atribuya el Derecho nacional. 

A este respecto, debe señalarse que la cuota mínima del impuesto que están obligadas 
a pagar las sociedades de capital deriva directamente de la condición de una sociedad de 
capital de sujeto pasivo por obligación personal del impuesto sobre sociedades. Además, de 
las normas que regulan dicho impuesto, resulta que se trata de un pago a cuenta de la deu-
da tributaria efectiva del impuesto sobre sociedades correspondiente a un período impositi-
vo determinado. Por lo tanto, no se trata de un impuesto independiente de los rendimientos, 
como estimó el órgano jursidiccional remitente. 

4. FALLO 

El Tribunal de Justicia declaró: 

"El artículo 10 de la Directiva 69/335/CEE del Consejo, de 17 de julio de 1969, re-
lativa a los impuestos indirectos que gravan la concentración de capitales, en su versión 
modificada por la Directiva 85/303/CEE del Consejo, de 10 de junio de 1985, debe inter-
pretarse en el sentido de que no se opone a la percepción, a cargo de sociedades de capi-
tal que, encontrándose en quiebra o en liquidación, no obtienen ninguna renta u obtienen 
una renta anual que no sobrepasa una determinada cantidad, de una cuota tributaria mí-
nima, como la controvertida en el asunto principal, devengada por cada trimestre en que 
dichas sociedades hayan sido sujetos pasivos por obligación personal del impuesto sobre 
sociedades." 

5. El Abogado General presentó sus conclusiones een audiencia pública de la Sa-
la Segunda el 21 de septiembre de 2000 
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












































 











n. 56 211T





Proponía al Tribunal de Justicia que respondiera como sigue: 

"El artículo 10 de la Directiva 69/335/CEE del Consejo, de 17 de julio de 1969, relati-
va a los impuestos indirectos que gravan la concentración de capitales, en su versión modi-
ficada por la Directiva 85/303/CEE del Consejo, de 10 de junio de 1985, no se opone a la 
recaudación a cargo de las sociedades de capital de un impuesto como la cuota mínima del 
impuesto sobre sociedades que debe ingresarse a cuenta de la deuda tributaria del impues-
to sobre sociedades." 

SENTENCIA 18 ENERO DE 2001 
Asunto C-83/99 
Comisión de las Comunidades Europeas / Reino de España 
Fiscalidad 
SINTESIS: "Incumplimiento de Estado - Artículo 12, apartado 3, letra a), de la 

Sexta Directiva del IVA - Aplicación de un tipo reducido a los peajes de autopista" 
(Sala Quinta) 

1. COMENTARIO. Legislación española 

En este asunto el Reino de España fue denunciado por la Comisión de las Comunida-
des Europeas al aplicar a los peajes de la autopista el tipo reducido del 7% y no el general 
del 16%. 

El Gobierno español defendió el tipo reducido, en base a que la utilización de la in-
fraestructura viaria puede asimilarse a una actividad de transporte de viajeros y sus equipa-
jes que gozan del tipo reducido. El Tribunal consideró que las exenciones deben interpretar-
se estrictamente, y que el concepto de actividad debe interpretarse según el sentido usual de 
sus términos, y la puesta a disposición de los usuarios de una infraestructura viaria a cambio 
del pago de un peaje no consiste en la entrega de un medio de transporte, sino en que los 
usuarios que dispongan de un vehículo pueden realizar un trayecto en mejores condiciones 
y por consiguiente no cabe asimilar esta actividad a la del transporte de viajeros y sus equi-
pajes en el sentido del Anexo H, quinta categoría de la Sexta Directiva, que permite la apli-
cación de tipos reducidos de IVA. 

Por otra parte, a diferencia de la Sentencia de Portugal, como España no alegó que la 
referida actividad fuera realizada por un Organismo Público, en ejercicio de sus funciones 
públicas, sino por operadores privados, cuya actividad económica está sujeta a IVA, no po-
día aplicarse la exención prevista para aquéllos y en consecuencia queda sujeta al tipo ha-
bitual del 16%. 

Legislación española 

Este tipo reducido se contempla en el apartado 2, 112 del artículo 91 de la Ley 37/92, 
redactado por el artículo 68 de la Ley 65/97 de 30 de diciembre de 1997 de la Ley de Pre-
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